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Daños y Perjuicios 

 

Panel integrado por su presidente el Juez Rodríguez Casillas, el 
Juez Candelaria Rosa y el Juez Rivera Torres.1 

 
SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 29 de enero de 2016. 

I. 

Comparece la Sra. Elena M. Pagan San Miguel y otros (en 

adelante la parte apelante) ante este Tribunal de Apelaciones 

mediante recurso de apelación presentado el 9 de octubre de 2015 

solicitándonos que revoquemos una Sentencia dictada por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de San Juan (en 

adelante TPI) el 19 de junio de 2015, archivada en autos el 25 del 

mismo mes y año.  

El 3 de julio de 2015 la parte apelante presentó Moción de 

Reconsideración y Determinaciones de Hechos Adicionales ante el 

TPI. El 3 de septiembre de 2015, notificada el 10 de septiembre 

siguiente, el foro de instancia dictó Resolución declarando No Ha 

Lugar dicha moción. Al disponernos a examinar el asunto en los 

méritos nos percatamos de que carecemos de jurisdicción para 

atender el recurso.  

Por las razones que expondremos a continuación se 

desestima el recurso por falta de jurisdicción.  

                                                 
1 El Juez Rivera Torres comparece en sustitución del Juez Ramírez Nazario. 

(Orden Administrativa TA-2015-228). 
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II. 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha reiterado en diversas 

ocasiones que los tribunales debemos ser celosos guardianes de 

nuestra jurisdicción. Cordero v. Oficina de Gerencia de Permisos y 

otros, 187 DPR 445 (2012); Vázquez v. ARPe, 128 DPR 531, 537 

(1991); Martínez v. Junta de Planificación, 109 DPR 839, 842 

(1980). Las cuestiones relativas a la jurisdicción, por ser 

privilegiadas, deben ser resueltas con preferencia a cualesquiera 

otras. S.L.G. Szendrey-Ramos v. F. Castillo 169 DPR 873, 882 

(2007); Morán v. Martí, 165 DPR 356, 364 (2005); Vega et al. v. 

Telefónica, 156 DPR 584, 595 (2002). Una vez un tribunal entiende 

que no tiene jurisdicción solo tiene autoridad para así declararlo y, 

por consiguiente, desestimar el recurso. Carattini v. Collazo Syst. 

Analysis, Inc., 158 DPR 345, 355 (2003). 

La jurisdicción es el poder o la autoridad que posee un 

tribunal para considerar y decidir casos y controversias. A.S.G. v. 

Municipio San Juan, 168 DPR 337 (2006); Brunet Justiniano v. 

Gobernador, 130 DPR 248 (1992). Los tribunales deben 

cuidadosamente velar por su propia jurisdicción y abstenerse de 

asumirla donde no existe. Vázquez v. ARPe, 128 DPR 513 537 

(1991). Es por ello que, como celosos guardianes de nuestro poder 

de intervención apelativa, si carecemos de jurisdicción para 

atender los méritos de un recurso, nuestro deber es así declararlo 

y sin más, proceder a desestimar. García Hernández v. 

Hormigonera Mayagüezana, Inc., 172 DPR 1(2007); Carattini v. 

Collazo Systems Analysis, Inc., 158 DPR 345 (2003).  

Conforme a ello, la Regla 83 de nuestro Reglamento sobre 

desistimiento y desestimación, nos concede facultad para 

desestimar por iniciativa propia un recurso de apelación o denegar 

la expedición de un auto discrecional, entre otras razones, por falta 

de jurisdicción. 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 83. La jurisdicción es un 
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asunto respecto el cual debemos guardar celo y examinar con 

cuidado, pues si no poseemos autoridad en ley para dirimir una 

causa, cualquier pronunciamiento será nulo, salvo que sea para 

declarar la falta de jurisdicción y desestimar. Pagán v. Alcalde 

Mun. de Cataño, 143 DPR 314 (1997).    

En lo aquí pertinente, la Regla 13 del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, en su inciso (A) establece el término 

jurisdiccional para la presentación del recurso de apelación.  

(A). Presentación de la apelación.— Las apelaciones contra 
sentencias dictadas en casos civiles por el Tribunal de Primera 
Instancia, se presentarán dentro del término jurisdiccional de 
treinta (30) días contados desde el archivo en autos de una copia 
de la notificación de la sentencia.  

… 
Si la fecha de archivo en autos de copia de la notificación de la 
sentencia, es distinta a la del depósito en el correo de dicha 
notificación, el término se calculará a partir de la fecha del 
depósito en el correo. 

 

La Regla 52.2 de las de Procedimiento Civil de 2009, 32 

LPRA, Ap. V, en sus inciso (a) reitera el plazo jurisdiccional 

precitado de treinta (30) días.  

Un término jurisdiccional, contrario al de cumplimiento 

estricto, es fatal, no admite justa causa, es improrrogable e 

insubsanable. Véase, Martínez, Inc. v. Abijoe Realty Corp., 151 DPR 

1, 7 (2000); Arriaga v. FSE, 145 DPR 122, 131 (1998); Loperena 

Irizarry v. ELA, 106 DPR 347, 360 (1977). Por tanto, el mero 

incumplimiento con un término de carácter jurisdiccional nos 

priva irremediablemente de nuestra jurisdicción. 

De otra parte, en relación a la interrupción del término para 

apelar la Regla 52.2 de las de Procedimiento Civil de 2009 provee 

en su inciso (e) lo siguiente:  

(e). Interrupción del término para apelar.— El transcurso 
del término para apelar se interrumpirá por la oportuna 
presentación de una moción formulada de acuerdo con 
cualquiera de las reglas que a continuación se enumeran, y el 
referido término comenzará a contarse de nuevo desde que se 
archive en autos copia de la notificación de cualquiera de las 
siguientes órdenes en relación con dichas mociones:  

(1). Regla 43.1.— En las apelaciones al Tribunal de 
Apelaciones provenientes del Tribunal de Primera Instancia, 
declarando con lugar, denegando o dictando sentencia 
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enmendada ante una moción bajo la Regla 43.1 de este apéndice 
para enmendar o hacer determinaciones iniciales o adicionales.  

(2). Regla 47.— En las apelaciones al Tribunal de 
Apelaciones provenientes del Tribunal de Primera Instancia, 
resolviendo definitivamente una moción de reconsideración sujeto 
a lo dispuesto en la Regla 47 de este apéndice.  

(3). Regla 48.— En las apelaciones al Tribunal de 
Apelaciones provenientes del Tribunal de Primera Instancia, 
denegando una moción de nuevo juicio bajo la Regla 48 de este 
apéndice.  

(4). En las apelaciones al Tribunal Supremo provenientes 
del Tribunal de Apelaciones, resolviendo definitivamente una 
moción de reconsideración. 

 

La Regla 47 de Procedimiento Civil reitera la interrupción del 

término para apelar, al disponer que “[u]na vez presentada la 

moción de reconsideración quedarán interrumpidos los términos 

para recurrir en alzada para todas las partes. Estos términos 

comenzarán a correr nuevamente desde la fecha en que se archiva 

en autos copia de la notificación de la resolución resolviendo la 

moción de reconsideración.  

III. 

Como señaláramos, la parte apelante nos solicita que 

revoquemos una Sentencia dictada el 19 de junio de 2015, 

archivada en autos el 25 de junio siguiente.  A su vez, indica que el 

3 de julio de 2015 se presentó Moción de Reconsideración y 

Determinaciones de Hechos Adicionales ante el TPI, la cual alega se 

resolvió el 3 de septiembre de 2015, notificada el 10 del mismo 

mes y año.  En consecuencia, aparenta indicar la parte apelante 

que los términos de apelación estuvieron paralizados desde el 3 de 

julio de 2015 al 3 de septiembre del mismo año, fecha en que se 

resolvió la reconsideración. No le asiste la razón a la parte 

apelante. Veamos. 

A. 

Conforme al trámite procesal ante en el TPI, y el cual surge 

del apéndice presentado por la parte apelante ante este foro 

apelativo, en el presente caso el foro de instancia dictó la Sentencia 

de la cual se recurre el 19 de junio de 2015, y archivada en autos 
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el 25 de junio siguiente.2 La Moción de Reconsideración y 

Determinaciones de Hechos Adicionales la parte apelante la 

presentó el 3 de julio de 2015.3 Sin embargo, estando pendiente 

dicha moción, una de las partes codemandadas el 9 de julio de 

2015 presentó una moción titulada: Moción Aclaratoria de 

Reconsideración a Sentencia o Enmienda Nunc Pro Tunc.4 En dicha 

moción la parte codemandada solicita se corrijan varios nombres, 

el estado civil de unas partes, y por último solicita que la Sentencia 

disponga para el pago individual de cada uno de los reconvenidos. 

Atendida solamente la moción de la codemandada, el 13 de 

julio de 2015 el TPI dictó Orden5 en la cual resolvió lo siguiente:  

Se dicta Sentencia Enmendada, respecto al apellido de 
Calderón y a lo indicado en el inciso (4) de la moción. Respecto a 
nuestra conclusión, no ha lugar según solicitado. Se enmienda 
para aclarar que la responsabilidad es solidaria.  

Motu Proprio, se enmienda la determinación de hechos 
número 6. 

 

Conforme a la Orden antes citada, el 13 de julio de 2015 el 

TPI dictó Sentencia Enmendada la cual se archivó en autos el 14 

del mismo mes y año.6 La Sentencia Enmendada se notificó 

mediante el formulario OAT-704 en el cual se le advierte a la parte 

su derecho de instar recurso de apelación.  

Transcurrido el termino de 30 días para recurrir de la 

sentencia enmendada, el 3 de septiembre de 2015 el TPI dictó 

Resolución en la cual declaró No Ha Lugar la moción de 

reconsideración y determinaciones de hechos adicionales, la cual 

se notificó el 10 de septiembre del mismo año. A esa fecha la 

Sentencia Enmendada era una final, firme e inapelable.  

 

 

 

                                                 
2 Véase Anejo 32 del alegato de la parte apelante.  
3 Véase Anejo 3 del alegato de la parte apelante. 
4 Véase Anejo 35 del alegato de la parte apelante. 
5 Véase Anejo 37 del alegato de la parte apelante. 
6 Véase Anejo 2 del alegato de la parte apelada. 
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IV. 

Conforme al trámite procesal antes consignado, nos 

corresponde resolver primeramente si la enmienda realizada por el 

TPI se retrotrae a la fecha de la sentencia original. 

1. La Sentencia nunc pro tunc. 

Tocante a la corrección de errores de forma en las 

sentencias, la Regla 49.1 de las de Procedimiento Civil, 32 LPRA 

Ap. V, provee lo siguiente: 

Los errores de forma en las sentencias, órdenes u otras partes del 
expediente y los que aparezcan en las mismas por inadvertencia u 
omisión, podrán corregirse por el tribunal en cualquier tiempo, a 
su propia iniciativa, o a moción de cualquier parte, previa 
notificación, si ésta se ordenare. Durante la tramitación de una 
apelación o un recurso de certiorari, podrán corregirse dichos 
errores antes de elevar el expediente al tribunal de apelación y, 
posteriormente, sólo podrán corregirse con permiso del tribunal 
de apelación. 
 

La precitada regla permite al tribunal que dictó sentencia 

corregir cualquier error de forma cometido en la sentencia por 

mera inadvertencia u omisión, así como errores mecanográficos o 

que no van a la sustancia de la sentencia, orden o resolución, ni 

que versen sobre asuntos discrecionales. La característica 

principal de una enmienda al amparo de la Regla 49.1, es que no 

interrumpe el plazo jurisdiccional apelativo y al corregirse la 

misma, su efecto se retrotrae a la fecha en que fue dictada. H. A. 

Sánchez Martínez, Práctica Jurídica de Puerto Rico, Derecho 

Procesal Apelativo, Hato Rey, Ed. Lexis-Nexis of Puerto Rico, Inc., 

2001, páginas 128-129; R. Hernández Colón, Práctica Jurídica de 

Puerto Rico, Derecho Procesal Civil, San Juan, Ed. Lexis-Nexis of 

Puerto Rico, Inc., 2010, sec. 4902; Vélez Seguinot v. AAA, 164 DPR 

772, 792 (2005); Coriano Hernández v. Kmart Corp., 154 DPR 523, 

529-530 (2001).  

Ahora bien, los errores relacionados con el derecho o con 

una interpretación de ley no pueden ser corregidos de manera 

retroactiva. Vélez v. AAA, supra; S.L.G. Soriano-Correa v. K-Mart 
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Corp., supra. No procede la corrección de la sentencia mediante 

enmienda nunc pro tunc cuando lo que se pretende con la 

enmienda es corregir un error de derecho o adjudicar a una 

parte un derecho que no fue reconocido en la sentencia 

original. Banco Popular v. Tribunal Superior, 82 DPR 242, 248 

(1961). 

En el presente caso la Sentencia dictada el 19 de junio de 

2015, archivada en autos el 25 de junio siguiente, no una era final 

y firme cuando a solicitud de los apelados se enmendó; por lo que 

el TPI podía enmendar la misma a solicitud de parte o motu 

proprio. Así las cosas, el foro de instancia procedió a dictar la 

sentencia enmendada solicitada. Sin embargo, en las 

circunstancias de este caso, la enmienda realizada por el tribunal 

en cuanto a la solidaridad de la parte reconvenida no era un error 

de forma que pudiera enmendarse nunc pro tunc al amparo de la 

Regla 49.1 de Procedimiento Civil, supra, pues no fue un error 

debido a una inadvertencia u omisión. Sabido es que, en materia 

extracontractual, la determinación de solidaridad es un asunto de 

derecho. Por tanto, la sentencia enmendada no se retrotrae a la 

fecha de la primera Sentencia del TPI. Por consiguiente, los 

términos contra la Sentencia Enmendada comienzan a correr 

nuevamente a partir del 14 de julio de 2015 (fecha del archivo en 

autos de la Sentencia Enmendada emitida el 13 de julio de 2015).   

A. 

Un Panel hermano en el caso KLAN2005009817 Sadiel 

Quiñonez López v. Raindrop of Puerto Rico, analizó el mismo asunto 

que nos ocupa. En hechos procesales muy parecidos al presente 

caso el referido panel resolvió que la sentencia original no estaba 

vigente porque fue sustituida por la sentencia enmendada. Para 

                                                 
7 Panel VI Región Judicial de Arecibo, integrado por su presidente, el Juez 
Martínez Torres, por el Juez Brau Ramírez y por la Jueza Fraticelli Torres. 

Sentencia del 19 de diciembre de 2005.  
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efectos de la sentencia original el plazo apelativo quedó 

interrumpido por la moción de determinación de hechos 

adicionales, hasta que se produjo el nuevo dictamen. “A partir del 

archivo en autos de este nuevo dictamen, como dijimos, comenzó a 

transcurrir un nuevo plazo apelativo”. “Es decir, la sentencia de la 

que la parte apelante pidió determinaciones adicionales o 

reconsideración ya no estaba vigente, por tanto, no podía el 

tribunal actuar sobre ella. El tribunal no consideró esa moción 

respecto a la sentencia enmendada.” Id. 

De otra parte, igual que en el presente caso, en Quiñonez 

López v. Raindrop, supra, luego de habérsele notificado la 

sentencia enmendada, la parte apelante nunca solicitó al TPI que 

considerara la moción respecto al nuevo dictamen. “Con la 

sentencia enmendada en su poder, el apelante nada hizo para 

asegurar que fuera evaluada nuevamente por el Tribunal de 

Primera Instancia ni revisada en apelación por el foro apelativo en 

tiempo hábil y jurisdiccional.” Id. Por tanto, cuando se notificó la 

Resolución declarando No Ha Lugar la reconsideración ya había 

expirado el plazo para acudir en apelación de la sentencia 

enmendada. “La inacción de la parte apelante respecto a la 

sentencia enmendada provocó que ésta adviniera final y firme.” Id. 

Al momento en que el TPI dictó la referida Resolución ya 

habían transcurrido los términos para apelar de la Sentencia 

Enmendada; por lo tanto, si el TPI hubiera considerado la solicitud 

de reconsideración y determinaciones de hechos adicionales con 

respecto a la sentencia enmendada la moción era prematura, y la 

irregularidad temporal le hubiera impedido actuar conforme lo 

pedido por el apelante por las consecuencias que produce una 

moción bajo la Regla 43.1 de las Reglas de Procedimiento Civil. Por 

ello, el TPI debió resolver la moción de reconsideración y 

determinaciones de hechos como una académica respecto a la 
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única sentencia a la que afectaba, la original.8 Además, y a la luz 

de la doctrina establecida por el Tribunal Supremo en Carattini v. 

Collazo Syst. Analysis, (2003), debió la parte apelante presentar 

nuevamente la moción para que fuera considerada como la 

primera petición de esa índole. “Al no hacerlo, colocó al foro 

primario en la encrucijada de atender una moción académica con 

relación a  la primera sentencia y prematura respecto a la 

sentencia enmendada.” Quiñonez López v. Raindrop, supra. 

Reiteramos que la sentencia enmendada sustituyó, por no tener 

efecto retroactivo,  a la primera sentencia. 

En vista de que la parte apelante tenía el término 

jurisdiccional de treinta (30) días, a partir del archivo en autos de 

la sentencia enmendada, lo cual ocurrió el 14 de julio de 2015 

dicho plazo expiró el 13 de agosto de 2015. El recurso de apelación 

que nos ocupa se presentó el 9 de octubre de 2015 expirado ya el 

término para apelar. Por consiguiente, carecemos de jurisdicción 

para atender el mismo. 

III. 

Por las razones antes expuestas, se desestima el presente 

recurso por falta de jurisdicción por haberse presentado 

tardíamente. 

Notifíquese.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
 

DIMARIE ALICEA LOZADA 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

                                                 
8 Véase, Quiñonez López v. Raindrop, supra. 


